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En primer lugar, estoy encantado en esta oportunidad mas que nada por 
volver a Chile después de catorce años sin visitar este país. Conocí a muchos 
que estan en la asistencia cuando viví aquí durante un año, entre 1969 y 70. 
Entonces, para mi, volver a la Casa Central de la Catblica, en cuyos pasillos 
pasé tanto tiempo, para dictar esta conferencia, es realizar un anhelo. 

Advierto desde el comienzo que no será una ponencia lefda, pero voy a 
seguir el texto preparado con palabras espontáneas l. 

Quiero empezar con un concepto de Marx: que todo derecho es eco- 
nomico en su efecto. Lo que voy a tocar en cuanto al derecho constitucional 
y las instituciones constitucionales de los Estados Unidos sale de este wn- 
cepto, de que muchas de las instituciones aunque no son instituciones explí- 
citamente económicas tienen su impacto en la economía El principio de que 
todo derecho es económico tiene una aplicación aún más aguda en el caso de 
una Constitución que funciona como la base esencial del compromiso entre 
el pueblo y su gobierno, como el grund nurn~ en la clasificacion de Keken. 

En la misma categoria de conceptos preliminares a la ponencia en sf, 
quisiera subrayar otro dato que podría escapar de la comparación que estamos 
haciendo en este seminario. De veras, no hacemos una comparación directa, 
porque vamos por componentes del lado norteamericano y otros del lado chi- 
leno. ISo obstante, es menester tener presente que en el derecho estadouni- 
dense no tenemos un Código Civil. Asf que, aun cuando estamos celebrando 
el bicentenario de nuestra Constitución con su evolución vital a traves de 
una aplicación durante muchos años, hay que tomar en cuenta que Chile 
tiene un Cbdigo Civil que data desde 1855, tomando como modelo el Cbdfgo 
de Napoleón, que tiene casi la misma edad que la Constitución estadounidense. 

Muchos de los principios básicos, preceptos y doctrinas juridicos que 
nosotros tenemos que encontrar en la Constitución, quizás en los paises de 
tradiciones romano-europeas se encontraran en el Código Civil. No dispongo 
de ninguna comparación directa ni especifica para constatar esta apreciación, 
pero creo que tendrá mucho que ver con la comparación que se puede hacer 
entre una Constitución de corte norteamericana y una Constitución de corte 
latinoamericana. En este sentido, los principios generales que rigen para la 

1 Amqw Bsta es una verdn revisada de la Ponencia grabada en vivo. 
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economía nacional habrán durado muchos años en los dos países bajo com- 
paración, y  el procao de evolución podria compararse más desde este ponto 
de vista. 

La primera tarea de cualquier gobierno, en mi concepto, es establecer 
su legitimidad, y  para medir esto quiero acoger el esquema de Max Weber. 
El decía que había tres categorias: la tradicional, la carismkica y  b. legal. 
En mi análisis de la Constitución y  la toma de decisiones económicas en los 
Estados Unidos, sostengo que la única base defendible es la legal. Si no reco- 
rrimos a una legitimidad arraigada en la legalidad, no podemos explicar un 
gobierno estable y  perdurable como ha sido el gobierno norteamericano. 

Volvemos al comienzo de la historia constitucional de los Estados Uni- 
dos; como una sociedad revolucionaria, la nueva república no podia ampa- 
rarse ea una legitimidad h-adicional. Eso era justamente lo que habían volcado 
las tradiciones británicas bajo el sistema colonial ‘Entonces a unos Estados 
Unidos incipientes en el año 1787 les quedaban dos caminos: o el camino de 
legitimidad carismática o el de legitimidad legal. En ese entonces, y  lo han 
seiialado muy bien otros ponentes aqui, la joven nación realmente se encontró 
en caos. Los artículos de la confederación no habian funcionado y, como co- 
mentb Hamilton después, oi tuvimos tropa, ni hacienda pública, ni gobierno. 
Andaba en la puerta de un fracaso muy rotundo. 

En el momento de su redacción, aunque la historia nos wnsagró nuestra 
Constitución como una base normativa firme y  feliz para la legalidad, hay 
que considerarla desde un punto de vista del documento incipiente, un docu- 
mento muy fAgil, un documento con una sensibilidad a las circunstancias 
hist6ricas y  políticas. En ese momento la legitimidad nacional se formó a 
base de una figura carism6tica, que era Jorge Washington. Le dicen con 
mucha razón “el padre de la patria”, porque cumplió en sos ocho años de 
presidencia la labor de transformar un Estado de una nación joven, revolu- 
cionaria y  poco organizada, en una república: Estado no organizado, Estado 
no maduro, sino un Estado que ya estuvo bien encaminado hacia una estabi- 
lidad perdurable. 

En efecto, Washington pudo haber sido rey de los Estados Unidos. Se lo 
ofrecieron y  lo re&&. Más que esto, que es una historia bien conocida. 
Washington se esforzó mucho a formar un segundo partido político, no en su 
pro, sino en so contra, dentro de su período de presidente. Buscó una oposi- 
ción y  la alentó mucho durante los ocho años, a tal grado qoe todavia en los 
Estados Unidos tenemos dos partidos fuertes en la politica, obra de Jorge 
Washington, en los años formativos de la nactin. Quiero decir, él, con una 
gran visión, hizo funcionar la Constituci6n de los Estados Unidos. 

Si me aceptaran el arAlisis, quisiera plantear un concepto quizás hasta 
cierto punto pol&nico: lo qoe más establecib la legitimidad legal de los Es- 
tados Unidos bajo su Constitución, lo que permitió a su Constitución obrar a 
la par con el corazón del pueblo durante 200 años, era una tarea bien cum- 
plida durante toda su vida republicana, lo de crear y  hacer funcionar institu- 
ciones de eficiencia y  equidad. Más importante todavía, era el hacer crecer 
dentro del pueblo norteamericano una confianza general e insacudible en esas 
instituciones. 
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Bueno, me tendré que explicar un poco II&, porque los ponentes ante- 
riores han señalado con mucha razón. El gobierno de los Estados Unidos, bajo 
la Constitución de 1787, no es un gobierno de eficiencia en el sentido de 
decisión Apida, de actuaciones decisivas y  eficientes, en el sentido de reac- 
cionar rápidamente frente a unas que oh-as circunstancias. Pero si me permi- 
tieran una definición más profunda, subrayo que la eficiencia de las institn- 
ciones constitucionales y  legales de los Estados Unidos consiste en captar una 
conciencia pública que exige y  conduce a un momento de consenso popular 
antes de actuar. 

Este enfoque hay que tomarlo con larga visión, porque a veces en la 
historia de los Estados Unidos la demora en captar y  formular un cor~senso 
popular puede durar fácilmente cincuenta, sesenta, setenta años. ‘No obstante, 
la idea es que, después de todo, el sistema dará lugar o dará salida a las 
inquietudes y  a las corrientes emergentes dentro de la sociedad norteameri- 
cana. En este sentido de ser un sistema eficaz, ha sido sumamente eficiente 
el sistema constitucional de los Estados Unidos. 

EFICIENCU FOL~TICA 

Muy bien, en términos económicos, dcómo se aplica este concepto de la 
eficiencia? En el sector económico ha tenido su aplicación en dar una opor- 
tunidad, o si quisiera una movilidad, entre la población de los Estados Unidos 
siempre dentro del sistema 0 sea, si un ciudadano norteamericano, un resi- 
dente de los Estados Unidos quiso, en la voz popular, triunfar en la, vida, 
siempre había tenido su oportunidad de buscar la suerte por sus propios mé- 
ritos. Se trata de una nación donde, quizás no hoy en dfa, pero al menos en 
el siglo pasado, era posible decir que cualquier individuo podría llegar a ser 
Presidente de los Estados Unidos; que cualquier individuo podría llegar a 
ser el magnate número uno de las empresas norteamericanas. Y esto con razón, 
porque habia las historias que demostraron la verdad de estos dichos. 

,kS IhCAS CONSTI’IVCIONALES EN EL DESABiWLU3 ECONbmCO 

1. consou del gobiefw tlachal 

Entonces evolucion6 un sistema eficiente en desarrollar, captar y  dar 
salida al consenso nacional o el consenso popular, pero también un sistema 
sensible a la oportunidad de los individuos. En el an& que planteo aquí, el 
sistema actual se concretó pasando dos épocas distintas en cuanto a la toma 
de decisiones económicas en los Estados Unidos. Habíí una primera etapa 
que, arbitrariamente, voy a definir como el siglo XIX y  quizás hasta la Primera 
Guerra Mundial. Esa primera etapa es muy diferente y  se tiene que ver en 
forma distinta a la &poca que estamos pasando ahora. Aquella era la etapa 
de consolidación de poder nacional; pero, insisto, no la consolidación de una 
ecrmomía nacional, sino de un sistema, de una Constitución y  del poder de 
un gobierno nacional. El sistema no se prestb a una economía nacional hasta 
los principios de este siglo. 

Plena Fe y  Crédito. Para explicar la evolucibn del sistema federal constitu- 
cionalista, fuerte en su mando pero sin pretensiones de imponer un sistema 

econ6mico uniforme al nivel nacional, se podria hacer mucha referencia con 
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los mercados comunes y los movimientos integracionistas. La nación incipiente 
despegó con una economla interestatal. Una cláusula constitucional clave de 
ese entonoes era la cláusula que nosotros decimos, o yo traducirla, “de plena 
fe y credito”. Les voy a leer toda la clausula en el Articulo 49, Seccibn 1 de 
la Constitución de los Estados Unidos. Dice: “Cada Estado debe conceder 
toda su fe y dar plena credibilidad a las Actas Públicas, los registros y los 
procedimientos judiciales de todos los demas Estados. Por medio de leyes 
generales el Congreso prescribirá la forma en que tales actas, registros y 
procedimientos deberán ser confirmados, y el efecto de los mismos”. 

QuiZas hoy en dia esc no parece gran cosa, pero en los Estados Unidos 
de 1787 esta disposición era importantisima, por una sencilla raz6n. Esa mis- 
ma clausula, palabra por palabra, figur6 en los Articulos de la Confederación, 
el primer intento de redactar un estatuto para la entidad politica que había 
ganado a los ingleses en la guerra de la independencia. Redactados en 1777 
y ratificados en 1781, los Articulos de la Confederación nunca tenían un vigor 
efectivo. A pesar de contar con la norma unificadora de “plena fe y crédito”, 
la Confederación no tenía rama ejecutiva, no tenía poder judicial; apenas tenía 
un Parlamento muy sueltamente organizado. Las palabras “plena fe y cr6di- 
to” quedaron en nada bajo los Artlculos de la Confederacibn. 

Cuando la misma frase apareció nuevamente en la Constitución de 1787, 
se cambió completamente de caracter. Llegó en un buen momento a aplicarse 
en un caso famoso en los Estados Unidos, Famtleroy v. Lum, con fallo del año 
19083 En esa controversia el Estado de Missouri sentenció en favor de una 
parte, acogiendo el derecho de otro Estado, Mississippi, como las normas apli- 
cables en la resoluci6n del caso. Habla un pequeño detalle: Missouri pudo 
haber aplicado equivocadamente el derecho de Mississippi. Missouri supuesta- 
mente equivocó en 180 grados su aplicaci6n del derecho de Mississippi, y 
lleg6 a sentenciar un resultado que los tribunales de Mississippi nunca hubie- 
ran producido. 

Desde luego, cuando llegb la sentencia del Estado de Missouri a cobrarse 
su ejecución en Mississippi, los tribunales misisipianos empezaron a resistir, 
diciendo algo como: “Al final de cuentas, ¿sta es nuestra ley, que se ha apli- 
cado mal en Missouri, y a nosotros nos corresponde enderezar la sentencia 
equivocada”. Ante la resistencia misisipiana, el demandante exitoso en Missou- 
ri llev6 su dilema en casacibn a la Corte Suprema de los Estados Unidos, don- 
de fall el famoso juez Oliver Wendell Holmes, opinando que Mississipi no 
pudo tachar la sentencia de un Estado hermano, aun cuando trataba de apli- 
car el derecho del Estado ejecutor. 

La validez de la sentencia quedó intachable, aun en el caso de que 
estuviera basada en un error de derecho. Mientras tuvieron competencia, los 
jueces misurianos sentenciaron bien y la cosa qued6 juzgada ante los tribuna- 
les hermanos de Mississippi. Escribió Holmes: “. . . sea buena o mala la 
resolución del tribunal de Missouri sobre el asunto, no cabe duda que la sen- 
tencia determinó la validez del reclamo en Missouri.. . , no puede atacarla ni 
dentro ni fuera de tal Estado por demostrar que se has6 en un error de 
derecho.. Ningún tribunal sentenciarfa en favor de un demandante, salvo 
que crela que los hechos crearon un reclamo legitimo según el derecho que 
definia su efecto. Los errores ser& pocos.. Si equivocaron en Missouri, era 

* 210 U.S. 230, 28 s.ct. 641. 
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un error natural [y] todos los Estados estarán igualmente metidos en la cues- 
tión e igualmente por los dos lados”3. 

En el Derecho Internacional Privado a veces distinguen entre los conflic- 
tos dentro de la neutralidad (por ejemplo, entre Estados vecinos como Chile 
y el Perú) y los conflictos dentro de la unidad (entre Estados hermanos 
dentro de la uni6n nacional que forman los Estados Unidos). ,El caso de 
Faun~roy o. Lum muestra perfectamente el compromiso que implica la uni- 
dad en caso de un conflicto. Mientras estemos en una uni6n republicana 
tenemos que aguantar, y cualquier Estado miembro de la unión tendrá que 
ejecutar y respetar hasta la sentencia equivocada de otro Estado, compromiso 
inexistentes entre Estados neutrales. 

Esta aceptación ciega es el precio de la unión federal. Caro en el caso 
Fuunthoy o. Lum, en gran sentido este precio pagó la consolidaci6n del 
poder federal, unificándolo en una voluntad nacional solidariamente cobrado 
entre todos los participantes, que tuvieron cada uno qoe asumir hasta los 
errores sinceros de sus conciudadanos. Desde luego, una responsabilidad tan 
disciplinada res&6 el eje de los programas socioecon6micos de otra época 
posterior, pero primero cabia sentar los límites del poder nacional por encima 
de los deseos estatales. Años después tocó utilizarlo en programas económicos 
a nivel nacional. 

Pdwikgios e Inmunidades. La Constitucibn de 1787 incluy6 un eco de la 
JBusula de Plena Fe y Crédito en la sección II del artículo 49, que, como la 
cl&sula anterior, también formó parte de los Artículos de la Confederación. 
Decía: “Los ciudadanos de cada Estado tendrán derecho a todos los privile- 
gios e inmunidades de los ciudadanos en los distintos Estados”. Corrió la mis- 
ma suerte de la Plena Fe y Crédito bajo los Artículos de la Confederación, por 
las mismas debilidades indicadas. Quedó letra muerta. A cambio de la suerte 
de la cláusula de Plena Fe y Credibilidad, que resocit6 y cobr6 vibrante vida 
desde 1787, sin embargo, si preguntan a un constitocionalista en los Estados 
Unidos de hoy en día: “Oye, dy quk pasa con la cl&ula de Privilegios e 
Inmunidades?“, probablemente le dirá: “Bueno, esta es una cl&sula moribun- 
da, que no tiene mayor aplicación”. 

Efectivamente, la cláusula de Privilegios e Inmunidades se ha citado rara 
vez en ~11 fallo de la Suprema Corte en este siglo, pero si se revisa la juris- 
prudencia del siglo pasado, había nutridas referencias a la &usula de Privi- 
legios e Inmunidades. Debe considerarse el concepto de Privilegios e Inmuni- 
dades como un concepto hermano, si no gemelo, a lo de Plena Fe y CrBdito 
en su empuje a la unión federal. ¿Por qué?, porque garantizaba a los comer- 
ciantes de un Estado un trato igual con el trato disponible a los ciudadanos 
de otro Estado cuando iban a ccunerciar a éste. Otro ejemplo era el derecho 
disponible a todo ciudadano estadounidense de explotar los recursos naturales 
a lo largo de todos los Estados Unidos y no solamente de su propio Estado. 
La garantía de Privilegios e Inmunidades en común ayudó mucho en forjar 
una nación en el sentido de un mercado común, una nación que amparaba el 
libre movimiento de mercancias, empresas e inversiones entre los Estados. 

Nuevamente, si se revisa la jurisprudencia del siglo X%X hay sentencias 
a granel que tratan el comercio entre los Estados, si un Estado pudiera apli- 

3 Ibid. a la p&gina 237. 
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car un impuesto a la mercancía procedente de otro Estado, si pudiera poner 
controles sanitarios, si pudiera poner control de licencia de importar. En fin, 
todos los controles que ejercen en cualquier Estado soberano sobre el comercio 
exterior quedaron vetados a los Estados miembros de los Estados Unidos. 
Realmente, la Corte Suprema en el siglo XIX se ocupó mucho por bajar todas 
estas barreras que hoy en día lo vemos mucho en el comercio internacional, 
y  limpió el mercado interno de los Estados Unidos de los obstáculos de cual- 
quier índole. Pues, ésa era la tarea indicada en el siglo XIX. 

Uso powsterg& del Poder Legislativo en el campo económico. No solamente 

se tocaron a barreras comerciales, sin embargo. Muchas de las instituciones 
cuyos efectos y  poderes se definieron en los años rn&s formativos venfan a ser 
bombas de tiempo, en cuanto a su impacto económico. Por ejemplo, John 
Marshall, el primer presidente de la Corte Suprema de mayor trayectoria, 
planteo jurisprudencia en dos fallos poco antes del año 1830, que el Congreso 
Federal de los Estados Unidos no solamente tenía poder de legislar sobre los 
temas enumerados específicamente en la Constitución, sino a todo campo to- 
cante a estos temas, ampliando así enormemente la capacidad y  la competencia 
del Poder Legislativos. 

Durante mucho tiempo el Congreso Nacional no legisló en varios campos 
de comercio que cayeron dentro de su competencia formal, a grado tal que 
muchos comentaristas señalan como la primera intervencion importante del 
Congreso nortemericano en la economía los reglamentos nacionales para los 
ferrocarriles. En efecto, salieron en 1887, cien años despues del nacimiento 
de la Constituci6n y  más de sesenta años después de la definici6n del poder 
legislativo sobre el comercio por los fallos de la Corte Marshall. La bomba de 
tiempo explosiono sesenta años despues en su efecto económico y  no ha 
cesado desde entonces 6. Hoy en día lo tiene como un hecho inescapable, tal 
como la necesidad de aspirar y  comer, que el Congreso federal dedica la gran 
parte de sus esfuerzos legislativos a cuestiones de economfa nacional. Cabría 
tener presente que no era siempre asf. 

La Reoi.&n J&. Hemos discutido profundamente en este seminario so- 
bre la cuestión de la revisión judicial. La revisAn judicial y  su aplicación mide 
la esencia de cualquier sistema constitucional y  es un tema que todo constitu- 
cionalista tomará muy a pecho. No es que me falte esa pasibn global, pero 
quiero enfocarla en la parroquia que inspeccionamos actualmente, porque nue- 

4 Brown e. Maryland, 25 U.S. 419, 0 L.Ed. 878 (1827); Gibbims ti. Ogden, 
22 U.S. 1, 6 L.Ed. 2.3 (1824). En Gibbw, el Estado de Nueva York cedió un mo 
nopolio, valido en aguas neoyorquinas, a favor de Ogden para operar una compa- 
íifa de buques a vapor. 
Cuando Gibbons comenzó a navegar entre Nueva Jersey y  Nueva York, dándole 
competencia a Ogden, este demandó a Gibbans citando su monopolio estatal. Mar- 
shall falI6 en pro de Gibbons y  en contra del monopolio de Ogden, invalidándolo, 
porque implícitamente estwo en conflicto con una ley federal sobre la inscrip- 
cion de buques para el comercio costanero. Marshall explicó su resolución en los 
tknfnos siguientes: “el poder del Congreso sobre el comercio, corno todos los 
otros poderes investidos en el Congreso, es completo en si mismo, se pcdrfa ejercer 
a su expresión mkfrna, y  no conoce otra limitación que no sea prescrita en la Cons- 
thci6n”. 

s Sin embargo, babia momentos en que la Corte Suprema.. 
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vamente el tema trascendental de la revisión judicial en su aplicac& tiene 
mucho que ver am la economía. Si uno revisa los juicios sobre la constitucio- 
nalidad de las leyes estatales y federales, se halla que hasta últimamente han 
sido revisiones, en su mayoria, de leyes económicas. En el siglo XIX, casi to- 
dos los ataques contra normas legislativas por anticonstitucionales trataban de 
leyes económicas, o leyes con efectos directos en la economía. 

Ultimamente, como nos demos+& aquí con amplios detalles el profesor 
Goldstein en su ponencia, las inquietudes que han dado salida y aplicación a 
la doctrina de la revisión judicial han sido otras aparte de la economía nacio- 
nal, tales como la defensa de los derechos humanos, la defensa de las minorías 
raciales o la defensa de los inculpados en lo penal. Vuelvo a insistir, no ubs- 
tante, que a lo largo de la historia de la Constitucibn de los Estados Unidos 
no ha sido así. La espada que utilizan tan efectivamente en amparo de los 
derechos civiles tiene filo tan agudo, porque lo han sacado en defensa de 
los derechos económicos de los intereses más poderosos, a menudo en perjui- 
cio de los derechos individuales de los más necesitados. 

Sepaw.%n de pc&res. Tambikn en los principios del siglo XIX concretó la 
doctrina de separación de poderes como base del sistema jurídico-gubema- 
mental bajo la Constitución de 1787. Consiste en un sistema de frenos y equi- 
librios entre los tres ramos gubernamentales. Separación de poderes es una 
frase que no figura en el texto de la Constitución de los Estados Unidos, pero 
quizás arrastra dentro de su órbita todo el sistema de gobierno bajo nuestra 
Constitucibn. Garantiza la eficiencia que yo les citaba tiempito atrás: una 
eficiencia, no en el sentido de lo rápido, no eficiente en el sentido de decidir 
un problema en un día, sino más bien una eficiencia en llegar poco a poco, 
pero muy decididamente, a un consenso, a una conciencia popular de los pro- 
blemas y sus soluciones. 

En el siglo XIX la Corte Suprema como poder judicial intervino más en la 
economía e impuso sus decisiones econ6micas en pro de un poder federal, 
poder que por falta de legislación del Congreso dej6 campo abierto para el 
crecimiento del sector privado y la gestión empresarial libre de obstáculos 
interestatales. Tenemos que ver atrás de esto, para fijar qu8 swedia a& 
de la Suprema Corte. Los Estados Unidos fue una economía interestatal don- 
de las decisiones económicas se tomaban por autonomía de las partes, de los 
individuos, de las empresas. La revolución industrial se realizó en los Estados 
Unidos porque había bastante cabida para capitales, para decisiones y para 
una seguridad empresarial, en el sentido de hacer planes y llevarlos a cabo 
confiando en que el sistema juridico amparaba al actor econ6mico. 

Volviendo a Max Weber, encontramos claramente expresado que el ma- 
yor aporte del derecho a un sistema capitalista puede ser el amparo a la segw 
ridad de planificación, la seguridad de derechos creados, de intereses y planes 
económicos. Porque con este aporte los participantes en la economfa pueden 
comprometerse a largo plazo. Weber analizó los sistemas romano-europeos 

desde su atalaya en Alemania. Evolucionaba el mismo fen6meno en el sistema 
norteamericano bajo la Constihwión y su aplicación en el siglo XIX. 0 sea, 
la jurisprudencia de la Suprema Corte a base de la Constitución sentó ga- 
rantías contra el riesgo politice y los cambios bruscos de intervenciones arbi- 
trarias de las fuerzas gubernamentales. 

La garantia contra acciones arbitrarias, que permite una seguridad en 
proyectar las actuaciones económicas, alienta mucho al desarrollo econ6mico. 
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Esto es de gran importancia, por una sencilla razón. La sociedad estadom+ 
dense del siglo XIX padece de grandes desigualdades. Había olas de inmi- 
grantes que Ilegaron a los Estados Unidos con pocas posibilidades económicas. 
Muchos de los recién llegados tuvieron que dedicarse a trabajos agotadores y 
mal pagados. Recordemos que a esas alturas lo que lograron con el sistema 
cuya evolución estoy describiendo aquí no era una igualdad económica, sino 
un sistema con grandes desigualdades econ6micas. Sin embargo, y a pesar de 
los desequilibrios econ6micos, lograron un sistema de igualdad social. 

Quizás mi figura es un poco especial, pero vuelvo a lo que decía antes. 
En los Estados Unidos del siglo XIX, lemas como “Cualquiera puede llegar a 
ser Presidente” o “Cualquiera puede llegar a ser capitán de su propia empre- 
sa”, teman una aplicación. Muchos de los inmigrantes llegaron a sacrificar sus 
vidas a que sus hijos salieran después; al menos, en esa sociedad del siglo 
XIX, era posible y pensable. Entonces la oportunidad, la garantia, la falta de 
riesgo, la falta de cambio político que pudiera haber sido pesado y molesto 
para algunas personas que se encontraban económicamente perjudicadas, se 
convirtió en un anhelo o un objetivo de que: “Nosotros estamos sufriendo, 
pero nuestros hijos triunfarán; o al menos tendrán la oportunidad de salir arri- 
ba por sus méritos”. 

II. La época de la ewnomicr nudonol 

En la primera 6poca, que esbozamos arriba, lo importante era garantizar 
el sistema, fijar el sistema y mantenerlo estable, defiendo los caminos de 
salida econ6mica. La segunda época de decisiones económicas en los Estados 
Unidos reemplaz6 a la primera con una intervención decidida del gobierno 
nacional en la economía, imponiendo criterios federales donde antes había 
dejado regir una gran diversidad de políticas dentro del juego del mercado 
libre. Quisiera tratar un caso, entre los muchos que se pueden citar, y que me 
gusta, porque setialó el cambio de la primera Bpoca a la segunda. 

El caso Lochner 1). New York: Presagio de criterius cotwtttudonoles nachale 
puutru la economía. A principios del siglo en curso, el Estado de Nueva Yorks 
promulgó una ley de que los obreros en las panaderias pudieran trabajar un 
máximo de diez horas diarias y en total un limite de 60 horas por semana. 
Supuestamente se explotaba a los obreros panaderos, haci6ndoles trabajar m&s 
de diez horas diarias y mas de 60 horas semanales, condiciones de trabajo 
que eran insaludables en la visión de la legislatura de ‘Nueva York. Esta ley 
la llevaron ante la Suprema Corte de los Estados Unidos, tachándola de anti- 
constitucional, en el caso Luchner o. New Yorke. 

¿Cuales fueron las bases juridicas para atacar la ley? En la Enmienda V 
y en la Enmienda XIV de la Constitución de los Estados Unidos habían dis- 
puesto que sin debido procedimiento no puede ninguna entidad gubernamental 
-federal o estatal- proceder con ninguna de sus funciones. Dentro de este 
concepto llegaron a revisar los actos legislativos con un patrón conocido como 
el debido procedimiento mst4ndal. Consistió en una revisibn judicial de las 
normas legislativas para probar si teman una relaci6n razonable a un prop6- 
sito legítimo. Entre otras cosas, si una ley infringió irrazonablemente a la liber- 

s 198 U.S. 45, 49 L.Ed. 937 (1995). 
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tad de contratar se cay6 per SB por falta de debido procedimiento sustancial. 
0 sea, si la ley, habiendo pasado todas las etapas legislativas para su promul- 
gación, carecia de razón en el ojo judicial. 

Hasta ahora, siendo hijo de otra generación en la abogacía estadouniden- 
se, me parece difícil conceptualizar una doctrina que desapareció de nuestro 
derecho, un proceso de revisión a nivel supralegislatura con criterios que 
tenían que resultar arrogantes. No obstante, la doctrina estovo en vigor y  dio 
lugar a la revisión de cantidades de leyes estatales. En el caso I,ocIawr, la 
Suprema Corte aplicó su revisibn sustancial midiendo por el antaño concepto 
de debido procedimiento sustancial, y  fall en contra la ley neoyorquina que 
pretendió amparar a los obreros panaderos; la ley neoyorquina no procedió. 
No era que su promulgación era viciada en lo procesal; el concepto, la 
idea, el objetivo, el prop6sito de la ley estuvo mal porque lesionb la autonomía 
de las partes. El obrero panadero neoyorquino tenía derecho a firmar un 
contrato y  someterse a jornadas de trabajo de más de diez horas y  semanas 
de m6.s de sesenta horas, a su propia voluntad. La posibilidad, la libertad, el 
derecho propietario en su propia mano de obra estuvo garantizado constitu- 
cionalmente a disposici6n voluntaria del mismo obrero panadero, sin admitir 
limitaciones. 

El resultado en el caso Lochner, desde luego, subraya el amparo que 
dio la Suprema Corte en 1905 a los poderes fuertes en la economia, a los 
intereses creados, a la empresa. Sin embargo, hubo en Lochner una bomba 
de tiempo. Hubo un voto en desacuerdo, nuevamente por el juez Oliver 
Wendell Holmes. Holmes escribió en su voto en desacuerdo que él, como 
miembro del Poder Judicial, no podia imponer una teoría con la cual una gran 
parte del país no estuvo de acuerdo, y  siguió: “No soroos soci6logos ni em- 
nomistas; entonces, dcon qu6 criterio imponemos nosotros criterios sociales y  
económicos? 

Aunque la opini6n de Holmes no prevalecib en el caso LocImer, se con- 
virtió en la jurisprudencia futura unos años después, cuando la Suprema Corte 
abandon6 la doctrina de debido procedimiento sustancial y  dejó de revisar las 
leyes provenientes de las legislaturas estatales y  del Congreso federal, pues 
el voto en desacuerdo de Holmes en 1905 era otro presagio del cambio en las 
decisiones económicas que iban a erigir sobre el fundamento constitucional de 
una naci6n unificada e integrada bajo un fuerte gobierno federal, supeditando 
a las iniciativas estatales y  locales. El caso Lmhner par6 con un pie en cada 
Bpoca; impuso la revisión del ramo judicial nacional, firmemente por encima 
de la legislación estatal de Nueva York, reiterando la supremacía de la unión 
en materias eco&nicas, pero por otio lado echó la reserva de M. Iu.s&e Hol- 
mes, quien señaló un cambio en el criterio federal. Hasta ese momento el 
gobierno federal acaparó poderes, pero no los utilizó. Para el futuro ya tenían 
ahorrado m& del poder necesario para armar un programa socioeconómico 
para todos los Estados Unidos. 

El mmxcla mmín y  la intettwudn pastoa de Ia Suprema Corte como fun- 
dameMos & la economía n&onuZ. Entonces, con esa consolidación en el 
siglo XIX llegamos a tener un mercado común, un comercio interestatal en 
los Estados Unidos, un nãnercio limpio de las barreras que se encuentran hoy 
en día en el comercio internacional entre Estados soberanos. Esta base de una 
economia integrada yació, a la gran buena suerte de mi país, debajo de una 
economía fuerte y  creciente, una economía a lo mejor no completamente defi- 
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nida, sino más: bien una economia con fuerza perdurable que iba en auge. Se 
trató. en 1905, de una economía ya hecha en su personalidad birsica, marcada 
con bastante oportunidad para los que quisieron participar en ella. Como un 
muchacho de buena formación, educado para triunfar si las circunstancias se 
prestan, los Estados Unidos gozaron la casualidad de terminar su primera 
epoca en magnificas condiciones para aprovechar el porvenir. Gracias a dos 
guerras internacionales que no tocaron tierra norteamericana y  otras condi- 
ciones que nos entregó la suerte, las condiciones óptimas se produjeron. 

El adoenimietio de la ju.dcia social como criterio primordkl corzdh&ul 
en la t?cLnwnúa Mcionol. El cambio vino después, porque aunque estoy ha- 
blando de oportunidad, les ruego recordar las palabras de Walter Berns, 
quien enfati el problema racial que no empezamos a solucionar sino hasta 
últimamente, hasta la última generación. Eso también puede dar un indicio 
de la actitud de la Suprema Corte de ese entonces, porque en 1896 con su 
fallo en Pks.y v. FergwnT, cuatro años antes del siglo XX, pronunció en la 
Suprema Corte la doctrina de “separada, pero igual”: aunque los negros tu- 
vieron que sentarse segregados en la parte trasera en los camiones y  carretas 
del ferrocarril, llegaron igualmente al mismo lugar con los otros pasajeros, y  
no tenían por quQ quejarse. De igual manera tuvieron que asistir a escuelas 
segregadas, o utilizar baños o fuentes de agua distintos a los de los blancos. 

Esa doctrina se aplicó por todas partes, creando una mancha general en 
un sistema que supuestamente garantizaba, si no igualdad econbmica, al me- 
nos igualdad de oportunidad económica. El sistema se mantenia estable, desde 
luego, porque dio lugar a las esperanzas y  premió los esfuerzos honestos y  
los méritos de sus ciudadanos individuahnente. Hubiera exigido penas y  prue- 
bas de sus participantes, pero a juego limpio de que ganara quien mas forma- 
ción tuviera. Lamentablemente, esta estabilidad del sistema económico estado- 
unidense de 1900 no se hizo extensiva a la población negra ni a otros grupos 

de minoría racial. Y digo “lamentablemente” en dos sentidos. Por un lado, 
era un problema moral, pero en términos puramente económicos el problema 
racial vició y  perturbb el funcionamiento del sistema económico en si. 

Quisiera abrir con la referencia al caso Pky 1). Ferg- un proceso más 
allá de los problemas raciales, aunque comparte su origen moral con los crite- 
rios en contra de la discriminacibn racial. Empezaron a escuchar en los años 
finales del siglo pasado la voz del pueblo en pro de la justicia social, y  aca- 
tarla con intervenciones del gobierno nacional. Siguiendo con las referencias a 
Mas Weber, el sociólogo aleman dijo que las garantfas constitucionales, aun- 
que se las describan en t&minos muy generales, siempre favorecen a los más 
fuertes. A lo mejor esto era cierto, en el grado que cualquier sistema depende 
de acceso a sus beneficios. Los fuertes tendrán más recursos, y  el acceso de- 
penderá de los recursos disponibles a quien pide el acceso. No obstante, surgib 
un movimiento popular que garantizó al pueblo mas acceso y  más amparo 
dentro del sistema económico. El Congreso Nacional entró en 1887 con regla- 
mentos sobre ferrocarriles. A los pocos años después promulgó la primera ley 
amimonopolios, 0 ley “antitrust”. Con estas normas iniciamos la nueva kpoca, 
llegando a un momento en que necesitamos una economfa nucio& en vez de 
una economía interestatal bajo las reglas de la Constitucibn. Tentativamente. 

7 183 U.S. 537, 41 L.Ed. 256 (1898). 
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el gobierno federal empezó a ejercer el poder paulatinamente construido sobre 
bases constitucionales en la primera kpoca, empez6 a imponer sus criterios 
socioecon6mims formando una economia nacional. 

Lu interoaddtl mtioa del Congreso Federal en la akfinicih & la ecomía 
wcfonal. Otra señal -aunque parecería un tema bien arcano, lo saco de la 
materia que yo enseño en la cátedra mercantil- era la Ley de Quiebras de 

1898. Según la Constitución corresponde exclusivamente al Congreso Na- 
cional en los Estados Unidos promulgar una Ley de Quiebras. Ningún Esta- 
do puede hacer normas ni sobre quiebras ni concurrencias. Había en el 
siglo XIX una que otra ley transitoria de quiebras, pero ninguna duraba más 
de siete años. El Congreso tuvo la costumbre de promulgar una ley de quie- 
bras para aliviar una crisis entre acreedores y  deudores, debido a circuns- 
tancias excepcionales en la economía. Después, subsanada la situación de 
emergencia, siempre fueron derogadas en unos pocos años. 

Durante el siglo XLX habia ley de quiebras en un total de 17 años. In- 
teresantemente, estas leyes de quiebras se conocían como procesos en favor 
de los acreedores. Cada vez que brotó la posibilidad de una ley de quiebras 
en el Congreso federal, llegaron olas de deudores a resistir la iniciativa. Los 
intereses, por ejemplo, agrícolas del medio oeste, y  los senadores, cuyas 

elecciones dependieron de sus votos, siempre estuvieron en contra de la pro- 
mulgación de una ley de quiebras. Sin embargo en 1898 promulgamos una 
ley de quiebras que ha estado en vigor desde entonces, rompiendo el pa- 
trón que tuvimos en la primera época de decisiones económicas bajo la COAS- 
titución de 1787. 

Tenemos ahora 89 años seguidos con la misma Ley de Quiebras. Aun- 
que ha experimentado enmiendas de mayor índole, el cambio es notable de 
un gobierno que no quiso intervenir en aplicación de sos poderes constitu- 

cionales, sino únicamente cuando era inevitable, a un gobierno que ocupa 
el campo, definiendo con modificaciones de su Ley de Quiebras. En la pri- 
mera, hubiera dejado el campo en su primera oportunidad. Entonces, el pro- 
blema se agudizó y  nos llev6 en el sentido constitucional a una economía 
nacional en vez de interestatal y  con toma de decisiones económicas no en 

la Suprema Corte, sino en el Congreso. 
No tuvimos un impuesto a la renta a nivel federal en los Estados Uni- 

dos hasta finales del siglo pasado. Cuando la ley inicial salió del Congreso 
tuvo que probar su constitucionalidad ante la Suprema Corte, porque decía 
que represent6 una privación no procedente de la propiedad privada; es de- 
cir, una ley promulgada sin el debido procedimiento substancial de la ley. 
En esa ocasión, la Suprema Corte dio el visto bueno al impuesto a la renta 
y  salió esta ley a su versión actual, enredada como es. 

El Congreso empezó con ferrocarriles, con antimonopolios, con quiebras, 
con impuesto a la renta.. . y  poco a poco iba entrándose decididamente en 
la economía como hábito legislativo, creando y  definiendo la economía es- 
tadounidense en donde antes se habían abstenido de intervenir. Cuando se 
toparon con el problemas de la Primera Guerra Mundial, y  despu& con la 
Gran Depresión, los congresistas vacilaban un poco. Pero con la adminisba- 
ción del Presidente Franklin Roosevelt la legislatura federal decidi enfren- 

tar agresivamente los dilemas y  resolverlos con soluciones nacionales. Con 
esos SUCESOS y  la reacción del Congreso, nos realizamos como psis con eco- 

nomía netamente integrada y  controlada. 
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No tuvimos un sistema de seguro social hasta los años 30 de este siglo, 
p ejemplo. El Congreso ya entró a armar todo un sistema de seguro social, 
empezando durante la Gran Depresión. La evolución casi impercibida en 
pasar de la primera Bpoca de decisiones económicas a la segunda, con el 
impuesto a la renta, con la Ley Antimonopolios, con las leyes en conti 
de los ferrocruriles, con la Ley de Quiebras, se consumó con la llegada del 
año 1930 y  la Gran Depresión. En este año se comenzó no solamente a im- 
plantar un sistema de seguro social, sino hacer una reforma a fondo de la 
Ley de Quiebras, pues la Ley de Quiebras de hoy en día en los Estados 
Unidos es una ley en defensa del deudor; en vez de favorecer al acreedor, 
en muchos sentidos es una forma de frustrar los esfuerzos del acreedor en 
cobrar su deuda contra el deudor, 

En los años treinta, armaron muchas comisiones a nivel nacional en el 
Congreso federal de los Estados Unidos, estallando la bomba de tiempo ar- 
mada en la primera epoca con toda su potencia. Impuso un poder nacional 
encima de los Estados que explosiono en leyes nacionales que reestructuraron 
toda la economía de los Estados Unidos. En ese entonces el Congreso na- 
cional tambikn se ocupó seriamente del comercio internacional y  trató de 
manejarlo con leyes, aunque sin el Bxito que tuvieron mki recientemente. 
Hubo una época, entonces, que podemos definir arbitrariamente más o me- 
nos desde los comienzos de este siglo hasta los finales de la Segunda Gue- 
rra Mundial, dentro de lo cual la toma de decisiones econbmicas toco al 
Congreso. 

Una meoa inteweddn de la Suprema Corte para imponer actiwmente cd- 
terios constitucionales en Ia economía nacional. Después de esto, la cosa se 
complico. Siguió el camino hacia una economia definida a nivel federal, pero 
introdujo nuevos criterios. La Suprema Corte, que ironicamente se hizo 
fuerte en defensa de los intereses de los fuertes, se volvió en defensa de los 
pobres. Se había descrito el proceso de mis colegas, Goldstein y  Scirica, en 
las ponencias sobre derechos humanos, pero yo quisiera esbozar un eco de 
ese proceso para confirmarlo en el campo económico. Tuvo lugar bajo los 
auspicios de la cláusula del debido procedimiento juridico, empezando en 
el año 1968, apenas veinte años atrb. 

El proceso jurídico de cobrar o ejecutar contra los deudores se había 
frustrado mucho en la Ley de Quiebras, como mencioné. Sin embargo, mien- 
tras el deudor no buscaba recinto bajo la Ley de Quiebras, no disponfa mu- 
chas defensas en contra del acreedor. Quizás las reglas de cobranza queda- 
ron mas como un vestigio del siglo pasado, cuando el sistema dejo el desa- 
rrollo libre en favor de los capitales y  los acreedores y  empresarios. Sin em- 
bargo, la base económica del sistema crediticio estadounidense cambió por 
completo desde el siglo pasado, Como resultado de la Gran Depresion, los 
Estados Unidos se convirtieron de un país de pequeña burguesía en un pafs 
de empleados a sueldo. Es mAss, los Estados Unidos es un sistema eco&ni- 
co que funciona a base de crédito, en un grado mas pronunciado que en 
cualquier otra sociedad dentro de nuestra historia. ‘No hay ciudadano co- 
mún y  corriente en los Estados Unidos que no viva a base de crédito. Todos 
los artefactos y  hasta los abarrotes se compran a crédito, contando contra 
el sueldo del deudor. Con este hecho, muchas de las controversias comu- 
nes sobre mercan& se reducen a controversias sobre deudas. 0 sea, el con- 
sumidor que compra un televisor que no funciona lo compra a crédito. 



19871 BECK: DEQSIONES ECONÓMICAS 93 

Cuando se presenta el desarreglo del artefacto, si el vendedor no se mues- 
tra dispuesto a corregir el defecto, el único remedio que le queda al con- 
sumidor es no pagar sos vencimientos al vendedor-acreedor, mientras &te 
puede ganarle de golpe previo cobrando la deuda. 

En 1968 todavía existía el embargo preventivo contra un porcentaje 
del sueldo de cualquier empleado. Los acreedores (y sus abogados) solían 
osar ese embargo para bajarle los hunos y  domar a sos deudores-comprado- 
res, hacikndoles callar ante la amenaza de quitarle parte de su sueldo. Lo 
fuerte del remedio consistió en el asombro que produjo en el deudor, que 
llega a la ventanilla a cobrar su sueldo y  se encontró, sin ningún aviso pre- 
vio, que le faltó una parte apreciable de lo suyo. La amenaza tuvo doble 
filo, porque muchos patrones despidieron rutinariamente a cualquier em- 
pleado que sufrió embargo preventivo contra so sueldo. En primer lugar, 
representa una molestia costosa procesar el embargo en la contadurla de la 
empresa. En segundo lugar, el individuo que tiene problemas financieros 
suele tener otros problemas que pueden afectarle en el trabajo. Por todas 
esas razones llamaron al proceso del embargo preventivo contra el sueldo 
una cobranza “relámpago” o “rayo”. 

Dentro de este cuadro jurídico, vigente a finales del año 1988, se pro- 
dujo una situación muy normal, una sitoaci¿m de lo más rutinaria en los 
Estados Unidos de ese entonces. Vivía en el Atado de Wisconsin una viuda, 
de apellido Sn&z&& con sus tres nifíos. ‘La viuda fue a comprar un horno 
para la cocina. Lo compró a crédito, y  firmó un pagar& Después, el horno 
no funcionb. Ella fue a protestar a la tienda, y  el dueño la mandó por atrás 
sin darle ninguna satisfacción. En contratiempo con la tienda vendedora, 
ella decía: “Yo no voy a pagar los vencimientos mientras ustedes no me 
arreglen el horno”. En eso, los vendedores-acreedores recurrieron al embar- 
go preventivo contra el sueldo de la viuda de Sniadach. Le alcanzó el rayo 
cuando la señora viuda se presentó en la ventanilla a cobrar su sueldo un 
buen día viernes, y  se encontró que de su sueldo, que no era muy alto, le 
hablan restado 40 por ciento, sin aviso previo, bajo el embargo preventivo. 

Normalmente, el próximo paso consistid en que frente a este golpe el 
deudor se rindió siempre. Porque no tenía más remedio que acudir a un abo- 
gado, y  tratándose de una deuda de dos o tres o cuatrocientos d6lares. la 
contestación del abogado siempre era algo como: “Realmente no le mnvie- 
ne seguir, porque el honorario mínimo que me tendrá que pagar es más que 
la deuda en juego. Yo le aconsejo, muy apenadamente, tragar la pUdora y  
pagar la deuda porque aquí no hay salida”. Sin embargo, la viuda de Snia- 
dach tuvo una resistencia fuera de lo común. Se presentó en una corporación 
de asistencia legal, que siguió todos los trámites para litigar so pleito, hasta 
llevarlo en apelaciones ante la Suprema Corte de los Estados Unidos. Una 
Corte, recuérdese bien, que hace 6.3 aüos, en 1905, en Lochner, había dicho 
que no iba a restar al obrero panadero su derecho, su privilegio de trabajar 
m8s de diez horas diarias o más de 60 horas semanales. 

En 1968 la Corte Suprema intervino y  opinó que, en efecto: “Está mal 
el proceso del embargo preventivo. Lo que hace el acreedor, en este caso, es 
contra el debido procedimiento juridico, porque priva a la viuda en cues- 
tión del interés propietario creado en su sueldo, sin ningún aviso previo, 
sin oingún procedimiento jurídico, tales como están garantizados bajo la 
Constitución”. Con esa intervención, la Suprema Corte entró directamente en 
el proceso de definir las pautas normativas de la ecmwmla nacional, em- 
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pleando el Poder Judicial en amparo de los derechos económicos de la viuda 
Sniadach y  otros consumidores, Lo importante en el caso Snhdach radica en 
la intervención del Poder Judicial, que exigió ciertas reglas de fndole nacio- 
nal, donde antes habían complacido con abrir paso para el Congreso como 
fuente de la substancia de las leyes económicas. 

En el caso Snzír&zch la Corte Suprema lleg6 a participar activamente en 
definir la economfa nacional, un papel que antes no quiso tomar. Anterior- 
mente, habfan intervenido, no para tomar decisiones, sino más bien para 
dejar el campo abierto al Congreso federal. Con Sniodach, cdmin6 la evo- 
lucibn de las decisiones económicas bajo la Constitución con la entrada de 
la Suprema Corte para definir la política substancial segrín las pautas cons- 
titucionales directamente aplicadas. La segunda época de decisiones econó- 
micas se estabilizó, entonces, con la iniciativa firmemente en manos del Con- 
greso, con eventuales intervenciones de la Suprema Corte para imponer la 
Constitución como fuente de reglas sobresalientes en la economfa nacional. 
No hay paso atrás bajo la Constitución de 1787, y  el libre mercado del siglo 
XIX con la autonomía individual y  local definitivamente ha desaparecido del 
panorama econbmico por anticonstitucional. 

IlL ,.$Jna tercera época de decisiones económicas en el ím 
e@2wtivo-admtni.st~ativo? 

El comed0 exterior y Za uoluntud ejecutiva. Con una referencia más cierro, 
pero es una referencia importante, en especial en esta aula. En el cuadro de 
las decisiones económicas, aunque se desarroll6 el proceso nacional estamos 
atrasados en el proceso internacional. El comercio exterior no importó mu- 
cho a los Estados Unidos en las dos Bpocas que tratamos aquf, por una 
sencilla razón. La economía de los Estados Unidos no dependió del comercio 
exterior. Los Estados Unidos siempre participb mucho en el comercio ex- 
terior, pero hasta últimamente si desapareciera el resto del mundo, no im- 
portaria a la economía nacional de los Estados Unidos. Se explica el fenó- 
meno por el porcentaje bajo que representaron las exportaciones y  las im- 
portaciones en la vida económica del país y  sus centros de producción. 

Las circunstancias tan favorables a la economía norteamericana se de- 
bieron a factores transitorios, sin embargo. La situación tuvo que cambiar 
y, efectivamente, poco a poco las estadísticas empezaron a revelar una de- 
generación en la hegemonía comercial estadounidense. En los ríltimos años 
de la década de los 00, puntuado por una ola de nacionalizaciones en varios 
paises de Am6rica Latina y  en otras zonas del mundo (el cobre en Chile), 
el d6ficit monetario y  en mercancías llamaron la atencibn del gobierno a los 

problemas incipientes del comercio exterior. Los sucesos internacionales de 
este periodo expusieron una debilidad del Congreso federal: la eficiencia 
que desarroll6 en formar un consenso nacional, en abrir camino nacional a 
los sectores marginados a la oportunidad y  la movilidad económica, se volvió 
perjudicado y  afectado por el comercio internacional. Los sucesos interna- 
cionales escaparon al control tan efectivamente construido bajo la Con~titu- 
cibn y  su sistema de decisiones económicas. 

En respuesta, el ramo ejecutivo reda& un proyecto-ley para la con- 
sideraci6n del Congreso. Por primera vez en la historia estadounidense hubo 
una iniciativa legislativa en pro de una ley orgánica de comercio exterior, el 
Fon&gn Trade Act de 1974. Antes, el derecho de comercio exterior en los 
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Estados Unidos estovo salpicado por muchas partes distintas de la legisla- 
ción federal y  estatal, Inclusive, los tratados internacionales como el ‘GATT 
y  del FMI experimentaron suerte variada en los tribunales estadounidenses 
y  existieron muchas dudas sobre su aplicación. Hicieron entonces no sola- 

mente una recopilación, sino una reforma de las normas tocantes al M- 
mercio internacional, presionados por la realidad de un mundo que compe- 
tía cada vez con más ventaja contra la economia norteamericana. 

Sin embargo, cqu8 es el carácter de esta Ley Orgánica de Comercio 

Exterior de 19’742 La eficiencia de consenso de definir la conciencia pública 
que aplica tan bien en el Congreso federal oi funciona a nivel del comercio 
internacional, por una sencilla razón. Las circunstancias operantes en el co- 
mercio internacional son muy complejas, son dificilísimas, cambiantes de un 
dia para otro, y  debido a unos factores incontrolables procedentes de otros 

paises y  productos y  cosechas extranjeros. Entonces, dqué tuvo que hacer el 
Congreso Nacional de los Estados Unidos? La infraestructura gubemamen- 
tal nítidamente tejida sobre la base constitucional no es ágil y  veloz en 
cuanto a la decisión económica, sino al contrario. Su fuerte en el contexto 
nacional -el consenso y  la seguridad de moverse lentamente pero con gran 
legitimidad- se convirtió en una debilidad frente a la economía intemacio- 
nal, donde los premios van a reacciones rápidas y  decisivas. 

La incas del Congreso federal para tratar los problemas ecodmicos 
actwzks. Frente a esta realidad, en los últimos diez o quince años se delegó 
la toma de decisiones económicas en cuanto al comercio internacional al Pre- 
sidente y  el Poder Ejecutivo de los Estados Unidos. He ahl un interrogato- 
rio sobre la función del Congreso de los Estados Unidos hoy en dfa; hay 
muchos problemas candentes que son igual de complejísimos con el comer- 
cio internacional, que el Congreso tampoco maneja muy bien. Quizás seña- 
lamos la próxima Qpoca en la evolución de decisiones económicas bajo la 
rúbrica de la Constitución de 1757, una época de predominio ejecutivo-ad- 
ministrativo, prque los problemas econbmicos nacionales aproximan en sus 
rasgos a los problemas económicos internacionales y  se enlazan entre ellos. 
Se supone que una nueva, tercera Bpoca en las decisiones económicas, de 
ascendencia burocrática, no marcaría grandes cambios substanciales en las 
pautas básicas ya en vigencia para la economía nacional, sino más bien con- 
fiar la aplicacibn especifica de las políticas nacionales al único ramo capaz, 
por organización y  función, de tratar con los problemas complejos y  respon- 
derlos a corto plazo. 

La cuestión de si una época nueva de decisiones económicas en las ofi- 
cinas de la presidencia y  la burocracia federal implicaría o no cambios en 
politica; sin embargo, no es del todo predecible. La presidencia estadouni- 
dense actual pone a prueba en so aplicación varias doctrinas supuestamente 
no sujetas a ninguna duda, como los derechos civiles de los grupos de mi- 
noría y  algunas de las libertades fundamentales garantizadas en las prime- 
ras diez enmiendas de la Constitución, el famoso BiZl of Rights. Gran parte 
del ataque contra doctrinas establecidas se armó con un movimiento de ir- 
terpretación constitucional con el lema “sentido original”, o sea, se empieza 
completamente de nuevo con el lenguaje de la Constitución de 1787 sin to- 
mar en cuenta la historia jurisprudencia1 y  práctica eo los 200 años de in- 
termedio. Si llegamos a un momento en que las bases fundamentales de la 
nación pueden cambiarse con la presidencia, habremos llegado a una encru- 
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cijada en la vida nacional, a riesgo del sistema que -por diseño o por suer- 
te- ha evolucionado en una trayectoria atinada y recta, ajustada con las ne- 
cesidades del pueblo constituyente. 

El desarrollo de la toma de decisiones económicas en los Estados Uni- 
dos dentro del sistema de la Constitución de 1787, en sumario, se sintetiza así: 

1. ~EII el siglo XIX hubo consolidac& de un mercado interestatal, 
mientras las decisiones económicas se tomaron en la Corte Suprema. No obs- 
tante, la Corte y los otros tribunales que aplicaron su jurisprudencia no iu- 
tervinieron con criterios normativos. Garantizaron a los locales e individuales 
la libertad de imponer sus criterios en la conducta de la economía, mientras 
bajaron las barreras al movimiento mercantil entre Estados. 

2. A comienzos de este siglo intervino, todo fortalecido por las tradi- 
ciones auspiciadas y planteadas por la Corte Suprema durante la primera 
Bpoca, el Congreso Federal. En esta Bpoca, wnsagramos la economia nacio- 
nal con criterios normativos de aplicaci6n universal dentro de las fronteras 
estadouuidenses, definidos deliberadamente en un Congreso muy capaz en 
sentir y aplicar las tendencias e inquietudes de su pueblo a largo plazo. 

Estamos llegando, si no hemos llegado, a un momento de prueba dura 
para las decisiones económicas en nuestro sistema constitucional. Los pro- 
blemas pueden volverse tan complejos que muchos tienen que ceder al Po- 
der Ejecutivo. Entonces, la antorcha de la toma de decisiones económicas se 
habrh pasado del Poder Judicial al Poder Legislativo y ahora está llegando 
al Poder Ejecutivo. 

En el momento final de la convenci6n constituyente, cuando tocb apro- 
bar la redacción final de la Constihwión de los Estados Unidos en Filadelfia 
en 1787, todo el mundo permaneci6 de pie. Eknjamin Franklin se fijó en la 
espalda de la silla de la presidencia, la que tenía tallado un medio sol con 
sus rayas. En el momento chinante, Frauklin hizo la pregunta a los dele- 
gados: “dEste sol que nos acompañó en nuestras discusiones representa un 
sol levantkudose o un sol cay8ndoseT’ La pregunta siempre queda, $107, por- 
que tarde o temprano sobre cualquier nación el sol que se levantó tiene 
que caerse. Veremos o verQn nuestros herederos, pero no tengo la respues- 

ta hasta dónde llegar& la toma de decisiones económicas en mi pais ni hasta 
dónde se caerá el sol sobre la economia estadounidense. 


